








 

 

 

 

 
Instituto Regional de Arbitraje de Consumo  
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA,  
HACIENDA Y EMPLEO  

Comunidad de Madrid  
 

ARBCRS32 

 
Calle Ramírez de Prado, 5 bis  
28045 Madrid   
Tfno. Tramitación solicitudes: 91 310 59 03 y 91 310 58 39  
 Página 5 de 8 

coste anual del suministro para dicho consumidor y su comparativa con el coste 

anual anterior. 

 

g) Recibir información transparente sobre los precios, tarifas y condiciones 

generales aplicables al acceso y al uso de los servicios de gas. 

 

 

2.- LA CARGA DE LA PRUEBA. Según el artículo 217 de la L.E.C, “Corresponde al actor y 

al demandado reconviniente la carga de probar la certeza de los hechos de los que 

ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables” … “el tribunal 

deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de 

las partes del litigio”. 

 

En este caso y conforme al Artículo 57 bis de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de 

hidrocarburos recae la carga de la prueba en la empresa comercializadora, por lo que ante un 

incremento de las tarifas pactadas inicialmente, esta deberá probar de forma suficiente que 

ha notificado al consumidor ese cambio conforme la normativa aplicable. 

 

Asimismo la empresa comercializadora, debido a su situación de disponibilidad y facilidad 

probatoria, debería acreditar de forma indubitada que notificó al consumidor el cambio de 

tarifa. 

 

A la vista de la reclamación y de las alegaciones y pruebas aportadas por las partes, en este 

caso en concreto NO queda probado que la empresa NOTIFICASE al CONSUMIDOR de 

FORMA DIRECTA el cambio de tarifa, puesto que: 

 

-No aporta el contrato en el que debe constar como es la forma de obtener información 

actualizada sobre todas las tarifas aplicables. 

 

-No prueba que se enviase el correo electrónico que alega que fue enviado, pues lo 

que aporta es un simple “pantallazo a una base de datos de excel”, en el que, si bien consta 

la fecha de apertura del correo, no aporta una explicación de cómo funciona el sistema de 

envíos de los correos electrónicos de estas comunicaciones ni la forma en que se pudiese 

acreditar que se envió y recibió el email. La empresa comercializadora, a pesar de su 

disponibilidad, no ha utilizado una certificación de un tercero especializado que acreditase el 

envío de dicho email, cuando existen multitud de sistemas y de empresas que permiten enviar 

“correos electrónicos certificados” (Ej: eEvidence; Signaturit; mensatek, notificados, etc....). 

 

-No consta que en el “Asunto del email”, se tratase de una información importante 

relacionada con el contrato. Es una realidad que cualquier consumidor, recibe multitud de 

correos electrónicos, muchos de ellos son “ofertas comerciales”, e incluso se recibe malware 

o intentos de “phishing” que pretendiendo pasarse por empresas de reconocido prestigio, 
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como puede ser en este caso, la empresa reclamada, pretendan engañar al consumidor, por 

lo que no es que un consumidor que reciba un email de cambio de tarifa pase totalmente 

desapercibido entre la maraña de emails recibidos. 

 

Existe un deber genérico de la comercializadora: el de “informar de forma transparente 

de sus precios”; en este caso, a pesar de enorme relevancia de la comunicación del cambio 

de tarifa que implica un altísimo incremento respecto a la tarifa que se venía abonando con 

anterioridad, la empresa comercializadora se ha limitado a emitir un mero correo electrónico, 

que no acredita la recepción y lectura por parte del consumidor.  

 

Además, a pesar de su facilidad de disponibilidad, la comercializadora tampoco ha 

utilizado otros medios de comunicación adicional que hubiesen acreditado y reforzado que 

cumple con su deber de informar de forma transparente de sus precios y de notificar del 

cambio de tarifa: estos medios adicionales, sin suponer una carga excesiva como es el envío  

Burofax o cartas certificadas, hubiesen sido, por ejemplo, el envió de una notificación por 

correo postal ordinario, pues es evidente que la recepción en el domicilio de la comunicación, 

hubiese despertado un mayor interés por parte del consumidor y hubiese sido más consciente 

del cambio de tarifa, a diferencia de un supuesto correo electrónico, que en el mejor de los 

casos, sí que hubiese recibido el consumidor, pasa más desapercibido, ante la gran avalancha 

de correos electrónicos que normalmente recibe.  Otros medios adicionales, hubiese sido el 

envío de  “sms” informando que en “XX/XX/XXXX” se renueva su contrato, en el que 

actualizarían las tarifas hasta ahora vigentes, según comunicación enviada a su correo 

electrónico” y por último, al igual que se llevan a cabo multitud de campañas telefónicas,  

pudieron realizar una llamada telefónica grabada en el que se hubiese informado de la 

renovación del contrato y del cambio de tarifas” y de ofrecer al consumidor otro tipo de tarifas 

o alternativas mucho más económicas que la tarifa renovada. 

 

A mayor abundamiento, en el escrito que supuestamente envían al consumidor, 

analizando el contenido del escrito, se considera que “No se informa de forma transparente” 

porque NO se indica de forma destacada y prioritaria que la comunicación se trata de un 

“CAMBIO en las CONDICIONES de la TARIFA”. 

 

Por último, la consumidora siempre manifiesta no haber sido notificado del cambio de 

tarifas. Además, manifiesta que no ha comunicado el correo electrónico como medio de 

contacto a la empresa. 

 

 

3.- PERSONAS CONSUMIDORAS VULNERABLES 

 

La Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección de los Consumidores de la Comunidad de Madrid 

establece en su artículo 4. “Colectivos de especial protección”: 1. Los colectivos de 

consumidores que se encuentren en situación de inferioridad, desprotección o discapacidad 
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